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La formulación de una política pública de fomento al teletrabajo debe hacerse con la participación de las organizaciones de los trabajadores
	 III.  EXPEDIENTE D-9380   -  SENTENCIA C-351/13  (junio 19) 

        M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub


1.
Norma acusada

LEY 1221 DE 2008

(julio 16)

Por la cual se establecen normas para promover y regular el Teletrabajo y se dictan otras disposiciones 

ARTÍCULO 3o. POLÍTICA PÚBLICA DE FOMENTO AL TELETRABAJO. Para el cumplimiento del objeto de la presente ley el Gobierno Nacional, a través del Ministerio de la Protección Social, formulará, previo estudio Conpes, una Política Pública de Fomento al teletrabajo. Para el efecto, el Ministerio de la Protección Social contará con el acompañamiento del Ministerio de Comunicaciones, el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y el Departamento Nacional de Planeación, el Departamento Administrativo de la Función Publica, el SENA, y la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales–DIAN. Esta Política tendrá en cuenta los siguientes componentes:

Infraestructura de telecomunicaciones.

Acceso a equipos de computación.

Aplicaciones y contenidos.

Divulgación y mercadeo.

Capacitación.

Incentivos.

Evaluación permanente y formulación de correctivos cuando su desarrollo lo requiera.

PARÁGRAFO 1o. Teletrabajo para población vulnerable. El Ministerio de la Protección Social, dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de esta ley, formulará una política pública de incorporación al teletrabajo de la población vulnerable (Personas en situación de discapacidad, población en situación de desplazamiento forzado, población en situación de aislamiento geográfico, mujeres cabeza de hogar, población en reclusión, personas con amenaza de su vida).
ARTÍCULO 6o. GARANTÍAS LABORALES, SINDICALES Y DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LOS TELETRABAJADORES.
1. A los teletrabajadores, dada la naturaleza especial de sus labores no les serán aplicables las disposiciones sobre jornada de trabajo, horas extraordinarias y trabajo nocturno. No obstante la anterior, el Ministerio de la Protección Social deberá adelantar una vigilancia especial para garantizar que los teletrabajadores no sean sometidos a excesivas cargas de trabajo.

2. El salario del teletrabajador no podrá ser inferior al que se pague por la misma labor, en la misma localidad y por igual rendimiento, al trabajador que preste sus servicios en el local del empleador.

3. En los casos en los que el empleador utilice solamente teletrabajadores, para fijar el importe del salario deberá tomarse en consideración la naturaleza del trabajo y la remuneración que se paga para labores similares en la localidad.

4. Una persona que tenga la condición de asalariado no se considerará teletrabajador por el mero hecho de realizar ocasionalmente su trabajo como asalariado en su domicilio o en lugar distinto de los locales de trabajo del empleador, en vez de realizarlo en su lugar de trabajo habitual.

5. La asignación de tareas para los teletrabajadores deberá hacerse de manera que se garantice su derecho a contar con un descanso de carácter creativo, recreativo y cultural.

6. Lo dispuesto en este artículo será aplicado de manera que se promueva la igualdad de trato entre los teletrabajadores y los demás trabajadores, teniendo en cuenta las características particulares del teletrabajo y, cuando proceda, las condiciones aplicables a un tipo de trabajo idéntico o similar efectuado en una empresa.

La igualdad de trato deberá fomentarse, en particular, respecto de:

a) El derecho de los teletrabajadores a constituir o a afiliarse a las organizaciones que escojan y a participar en sus actividades;

b) A protección de la discriminación en el empleo;

c) La protección en materia de seguridad social (Sistema General de Pensiones, Sistema General de Seguridad Social en Salud y riesgos profesionales), de conformidad con lo previsto en la Ley 100 de 1993 y las normas que la modifiquen o adicionen o en las disposiciones que regulen los regímenes especiales;

d) La remuneración;

e) La protección por regímenes legales de seguridad social;

f) El acceso a la formación;

g) La edad mínima de admisión al empleo o al trabajo;

h) La protección de la maternidad. Las teletrabajadoras tendrán derecho a retornar al mismo puesto de trabajo o a un puesto equivalente con la misma remuneración, al término de la licencia de maternidad.

i) Respeto al derecho a la intimidad y privacidad del teletrabajador.
2.
Decisión 
Primero.- Declarar EXEQUIBLE el artículo 3º de la Ley 1221 de 2008, siempre y cuando se entienda que las organizaciones sindicales hacen parte de aquellas entidades que acompañarán al Ministerio del Trabajo en su misión de diseñar la política pública de fomento al teletrabajo. 

Segundo.- INHIBIRSE de proferir pronunciamiento en relación con el numeral 1 del artículo 6º de la Ley 1221 de 2008, por ineptitud sustantiva de la demanda. 

3.
Síntesis de los fundamentos 

Le correspondió a la Corte resolver, si el legislador incurrió en una omisión legislativa relativa, al no incluir dentro de los partícipes de la formulación de la política pública de fomento del teletrabajo, a los trabajadores, representados a través de los sindicatos. 

La norma de la cual se predica la omisión es el artículo 3 de la Ley 1221 de 2008, a través de la cual se establecen los partícipes de la construcción de la mencionada política, necesaria para el cumplimiento de la ley de teletrabajo, que el Ministerio de la Protección Social –hoy, del Trabajo- debe establecer, previo estudio Conpes. Para el efecto, el Ministerio del Trabajo debe contar con el acompañamiento del Ministerio de Comunicaciones, el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y el Departamento Nacional de Planeación, el Departamento Administrativo de la Función Pública, el SENA y la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN. 

Como lo ha precisado la jurisprudencia constitucional, los procesos de decisión, elaboración, implementación y evaluación de toda política pública orientada a garantizar un derecho constitucional debe permitir la participación democrática, en particular de los afectados. En el caso concreto, la Ley 1221 de 2008 establece una nueva modalidad de contrato laboral denominada teletrabajo como un instrumento para la generación de empleo que utiliza las tecnologías de la información y la telecomunicación (TIC) para el desempeño de actividades remuneradas o prestación de servicios a terceros, sin requerir la presencia física del trabajador en un sitio específico. Este nuevo modo de organización de la actividad laboral no elimina la noción misma de subordinación y se refiere más al trabajo con el ordenador a través de una red informática que al trabajo en casa. El poder de dirección u orientación en esta nueva forma de actividad empresarial, se realiza a distancia y el trabajador es controlado a través de mecanismos informáticos que miden los tiempos de trabajo, sus ausencias, descanso e incluso sus errores. El incremento de esta modalidad ha mostrado, a su vez, la necesidad de regularizar las condiciones en que se presta, protegiendo al trabajador de posibles abusos o del desconocimiento de sus derechos laborales. A la vez, el fomento de esta modalidad interesa a otros actores del sector laboral, toda vez que es indudable que la formulación de la política pública afecta tanto a los trabajadores como a los empleadores. Por consiguiente, la formulación de políticas públicas en materia laboral debería contar con la participación de las tres partes involucradas: el Gobierno Nacional, los trabajadores -representados por los sindicatos- y los empleadores -por las respectivas agremiaciones- (art. 39 C.P.). 

En ese contexto la Corte consideró que en efecto, el artículo 3 de la Ley 1221 de 2008 adolece de una omisión legislativa relativa, al excluir a los trabajadores de participar en la elaboración de la política pública del teletrabajo, desconociendo que la Constitución consagra el derecho de participación de los sectores que se ven directamente afectados con dicha política (art. 2º C.P.). A su juicio, no existe razón suficiente que justifique la omisión relativa en la que incurrió el legislador, que vulnera el derecho a la participación, pese a que existe un deber impuesto por el Constituyente. Esta omisión implicaría que la disposición legal fuera expulsada del ordenamiento jurídico. No obstante, una decisión de esa naturaleza dejaría sin la existencia misma de la política pública del teletrabajo, generándose un efecto no querido ni por los demandantes ni por la Corte, razón por la cual se imponía proferir una sentencia integradora, a partir de la cual se declaró la exequibilidad del artículo 3º de la Ley 1221 de 2008, siempre y cuando se entienda que las organizaciones sindicales hacen parte de aquellas entidades que acompañarán al Ministerio del Trabajo en su misión de diseñar la política pública del fomento al teletrabajo. 

De otro lado, la Corte encontró que el cargo contra el numeral 1º del artículo 6º de la Ley 1221 de 2008 carece de certeza, puesto que aunque es clara la pretensión de los demandantes, que consideran que se establece una disposición que discrimina a los teletrabajadores, realizan una lectura de la norma en forma aislada que los conduce a conclusiones que no se derivan de la disposición. Es así como, pese a la existencia del parágrafo del mismo artículo 6º, que establece los eventos en los que procedería el pago de horas extras, dominicales y festivos al teletrabajador, en las mismas condiciones que a cualquier otro empleado, los demandantes no explican las razones por las cuales consideran a que a este, dadas ciertas condiciones, no se les reconocerían estos emolumentos. Por tal motivo, la Corte procedió a inhibirse de emitir un fallo de fondo sobre el citado numeral. 

